CONTESTA TRASLADO DE RECURSO

Señores Jueces de la Cámara de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal:



Sonia Débora Casale, Abogada, C.P.A.C.F. Tº53 Fº639, letrada apoderada de DRI, Mario César Eduardo en expediente “447067/98 del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos, sobre beneficio de ley 24403” en trámite ante la Subsecretaría de DDHH, patrocinada por el Dr. Ernesto Julio Moreau, ratificando el domicilio constituido en Rivadavia 893, 3º piso digo:



Que contesto el traslado del Recurso extraordinario, solicitando su desestimación, en los siguientes términos:

I
SOBRE LA ACLARACIÓN PREVIA


Cuando las intervenciones judiciales se realizan en cuestiones vinculadas con delitos de Lesa Humanidad, no escapan al objeto procesal palabras oportunas como las del representante del Estado en cuanto reivindican los derechos de las víctimas.



Sin embargo, y al respecto, los organismos defensores de los derechos humanos han expresado reiteradamente que el plan criminal de los comandantes usurpadores del poder, fue concebido para luchar contra toda oposición a su proyecto político y económico, siendo la lucha contra la guerrilla una cortina de humo.


En tanto la reparación a los Testigos de Jehová es patrocinada por la Asamblea Permanente por los Derechos Humanos (APDH), no puede dejar de señalarse como tributo a la Memoria, que esta organización fue creada en el año 1975, como defensa a las violaciones graves a los derechos humanos producidas por la AAA con aquiescencia del Estado.


Vale la aclaración para centrar los intereses en juego, la metodología y el momento histórico, ya que la dictadura cívico militar nacida en marzo de 1976 sólo institucionalizó el terrorismo de estado existente –cuanto menos- desde el recordado decreto de Italo Luder del 6 de noviembre de 1974, fecha adoptada por la ley 24.043, cuya aplicación hoy se analiza en el caso Dri.


No está de más agregar que la doctrina de la seguridad nacional inspiradora del terrorismo de estado en el caso Dri, y que produjo su primera víctima de desaparición forzada de abogados en el laboralista Néstor Martins el 16/12/1970, tuvo su origen en la Escuela de las Américas que funcionara desde 1966. Más allá de los límites temporales establecidos por las leyes, mal puede decirse que los procesos históricos comienzan a las 0 horas de un día determinado.
II

SOBRE LOS ANTECEDENTES


Al relatar los antecedentes del caso, el apelante incurre en deliberadas omisiones, justamente aquellas que fundamentan la sentencia que él ataca. Al invisibilizar aspectos sustanciales no alza críticas sobre la estructura fundante, por lo que su presentación carece de entidad analítica.


Desde mediados del año 1998 se produjo prueba en 500 expedientes vinculados, que fue analizada por el Secretario de DDHH al acoger favorablemente los casos Guagliardo y Dri. El a-quo hace mérito a esa prueba no impugnada por el apelante y concluye en que “Dri se presentó en el DM… para plantear la excepción… luego fue detenido”
. Agrega que “no puede dejarse de lado el contexto histórico-político…y la peculiar situación por la que atravesaron entonces los Testigos de Jehová”, citando como prueba el caso 2137 de la CIDH, de 1978, en el que se declara que la Argentina violó los arts. I, V, XII, XXI y XXV de la Declaración Americana recomendando la derogación del Decreto 1867/76 y la adopción de las “providencias necesarias a efecto de que cese la persecución en perjuicio de la congregación Testigos de Jehová”.



Continúa el a-quo,
 “se advierte la implementación de una suerte de mecanismo ilegítimo por parte del Estado, que violando la normativa vigente en lo que es materia de excepciones al S.M.O. se refiere, provocaba la incorporación de quienes solicitaban ser exceptuados…sin decidir previamente dicho planteo.” Analiza los arts. 32, 33, 34 y 38 de la ley de S.M.O. que impiden la incorporación hasta tanto no se sustancie la excepción, concluyendo, más adelante, en que estas normas han sido violadas claramente. La falta de acceso a la jurisdicción resulta obvia. “Basta con compulsar las actuaciones penales para advertir que las posibilidades de acceder a una adecuada defensa eran prácticamente nulas…la defensa que le proporcionó el propio Estado –quien ahora invoca la firmeza de la condena- fue la que no recurrió aquel decisorio”…“lo que aquí está en crisis es el propio hecho de haber sido sometido a una jurisdicción que no le corresponde”


“En Guagliardo, caso análogo al presente no sólo en cuanto al sustento fáctico sino también en orden a la materia traída a debate, la autoridad de aplicación reconoció expresamente el derecho a percibir el beneficio establecido en la ley 24043”
.




Concluye
 que “en Arcuri, el análisis de la cuestión se habría centrado en orden al estado militar o civil del peticionario y sobre esa base se decidió el caso; mientras que, en Guagliardo como en el supuesto que nos ocupa (refiriéndose a Dri), se discute precisamente el mecanismo desde el Estado para incorporar a dichos ciudadanos como conscriptos en franca violación del procedimiento legal establecido”


El apelante no se detendrá en la crítica sustancial y directa de estos fundamentos.

III

SOBRE LOS FUNDAMENTOS


Insistimos en que se omite la crítica al argumento consistente en la acreditación de que el Sr. Dri no se presentó al D.M. a los fines de la asignación de destino sino a los fines de plantear su excepción al SMO. No obstante analizaremos sus argumentos secundarios, tal como fueran construidos, a saber:



1:
El Secretario de DDHH dictaminó favorablemente -con amplios fundamentos- el otorgamiento de los beneficios a Guagliardo y a Dri.


Cabe recordar que el Ministro de Justicia Beliz, advirtiendo los argumentos sostenidos en quinientos casos, había resuelto abrirlos a prueba para que la víctima pudiera acreditar sus dos argumentos: 
· a) que había sido víctima de un delito de Lesa Humanidad (persecución a un grupo religioso, tortura, prisión por causas políticas, etc.) 
· b) que las víctimas, al momento de su detención eran civiles. 


Más de quinientos expedientes militares fueron incorporados a Guagliardo y luego analizados sus rasgos comunes, que permitieron concluir que en todos los casos existió una metodología similar, asimilando la prueba común colectada a todo el grupo.


Luego, el Ministro de Justicia Iribarne reconoció cumplidos, en Guagliardo, los extremos que había sujeto a producción de prueba el Ministro Béliz.



Como uno de sus dos argumentos centrales, de este primer fundamento, el recurrente expresa
:
“El caso del Sr. Dri no resulta equiparable la situación descripta en el caso Guagliardo. Por el contrario, resulta plenamente aplicable el citado precedente Arcuri.”


Aplicando los principios de transitorio y de opuesto contrario, de tal aserto resulta que Guagliardo -distinto de Arcuri- fue justamente reparado.


Como lo expresara el a-quo –cuyo razonamiento no fuera tan siquiera analizado por la apelante- los casos Dri y Guagliardo no sólo son idénticos, no sólo se sostienen en las mismas pruebas, no sólo constituyen un bloque con otros quinientos casos investigados desde 1998, sino que en Dri hasta las circunstancias son más dramáticas.



El enfático argumento del recurrente sobre la oposición de Guagliardo y Arcuri y sobre la oposición de Guagliardo y Dri, torna incoherente su alegato y constituye un reconocimiento a la justeza del reconocimiento ministerial otorgado al primero. Más aún cuando que en su escrito no insinúa una sola diferencia entre Dri y Guagliardo.


Desde el inicio de su crítica, el apelante partirá de dos verdades relativas para construir una conclusión falsa: 
Que la ley 24.043 forma parte de un sistema, y que la Causa 13 acreditó la existencia del plan criminal. 


Lo que resulta falso es que el sistema de reparación de la década del 90 haya tenido por objeto las violaciones a las que se refiriera la causa 13 en la década del 80.


El sistema de reparaciones no se limita a las violaciones producidas por los comandantes en jefe, usurpadores del poder. Repara a las víctimas del terrorismo de estado cometido por éstos y por otros sujetos activos y en un espacio temporal más amplio. Por otra parte el plan al que se refiere la causa 13 no fue el único plan del terrorismo de estado.


Es un grave error considerar que el sistema reparatorio fue inspirado por la causa 13. Ha de recordarse que en el momento de la sanción de la ley 24.043 no habían sido anuladas ni declaradas inconstitucionales las leyes de impunidad ni los indultos a los comandantes usurpadores del poder, quienes se encontraban en libertad, justamente por obra del gobierno de Carlos Menem, autor del inconstitucional decreto 2741/90 que indulta a los únicos comandantes usurpadores del poder condenados en el Juicio a las Juntas de 1985 (Causa 13): Jorge Rafael Videla, Emilio Massera, Orlando Ramón Agosti, Roberto Viola, y Armando Lambruschini. Paralelamente fue Menem quien envió al Congreso el proyecto de la ley 24043, claro está que no lo hizo por los argumentos de la causa 13 que ofendiera al otorgar los indultos.




Es que fue necesaria la intervención de la CIDH, la toma de conciencia en el sistema de reparaciones, especialmente el reconocimiento de nuevas doctrinas en materia de reparación, tales como la Declaración sobre los Principios Fundamentales de Justicia para las Víctimas de Delitos y Abuso de Poder
que dispuso que las víctimas tendrán facilitado el acceso a la justicia y reparación como categoría autónoma de la calificación que las acciones u omisiones tengan en el Código Penal, por la circunstancia de violar normas de DDHH de alcance internacional. En igual sentido EL INFORME JOINET
, cuyo principio Nº 31 recomendaba limitar la competencia de los tribunales militares a los delitos exclusivamente militares y que incluye otros principios vinculados al derecho de las víctimas a la reparación. La Resolución de la Comisión -Nº 1999/34- sobre el informe Joinet, afirmó que la reparación es un factor clave para la equidad y la estabilidad democrática del Estado. También las Normas de Theo van Boven
, establecieron la importancia del principio de reparación, recomendando su integralidad y el rol protectorio y facilitador del Estado, actuando por y para la víctima.



La sanción de la ley 24043 se produjo en un momento histórico en que el Estado Nacional realizaba una profunda autocrítica del Autoritarismo. Esta norma, reconoció la necesidad de reparar a resistentes políticos juzgados arbitrariamente y evitar el curso de la prescripción, ya que las violaciones graves a los derechos humanos son indemnizables e imprescriptibles.



Durante su discusión parlamentaria, el senador Marín, autor del proyecto y miembro de la comisión informante, expresó
: “hacer justicia a todos aquellos que sufrieron una detención ilegal “también un reconocimiento moral a quienes fueron víctimas del negro y doloroso proceso que tuvo que soportar nuestro país.”



El Dictamen de la Comisión especializada de la Cámara de Diputados menciona que “el daño a reparar queda configurado por la circunstancia de la detención arbitraria...y no debe ser relevante cualquier otra contingencia procesal” “frente a un hecho considerado indemnizable la ley no debe distinguir y beneficiar a un sector de perjudicados sino a todos los que sufrieron el mismo daño, según lo que reclama la equidad. Esta es una reparación social que el Estado de Derecho necesita para consolidarse”.



El Senador Bittel dijo: “implica no solamente una compensación económica, que para el caso diría que es intrascendente, sino también un reconocimiento moral a quienes fueron víctimas del negro y doloroso proceso que tuvo que soportar nuestro país durante muchos años.”



El criterio amplio fue impuesto en autos Buffano, Alfredo c/Ministerio Interior
 “la exégesis de la ley requiere la máxima prudencia cuidando que la inteligencia que se le asigne no pueda llevar a la pérdida de un derecho, o el excesivo rigor de los razonamientos desnaturalice el espíritu que ha inspirado su sanción (del voto del Procurador que la Corte hace suyo para un exiliado detenido a disposición de tribunales militares que se escapó).



El Procurador expresó que debe darse pleno efecto a la intención del legislador, computando la totalidad de sus preceptos de manera que armonicen con el ordenamiento jurídico restante y con los principios y garantías de la CN (cita abundante jurisprudencia)



Igualmente dijo en “Noro, Horacio”: la finalidad de la Ley 24043 fue otorgar compensación a personas privadas del derecho constitucional a la libertad “por actos -cualquiera hubiese sido su expresión formal- ilegítimos, emanados en ciertas circunstancias de tribunales militares…” “la voluntad del legislador fue hacer justicia con todos aquellos que sufrieron una detención ilegal”.


El apelante confunde la calidad de extraordinario del beneficio concedido por las leyes reparatorias, con la amplitud de su concesión. Es extraordinario en cuanto se otorga a las víctimas de graves violaciones a los DDHH, pero su concesión es amplia ya que tiene por objeto reparar a todas ellas, pues se trata de una obligación al Estado Nacional impuesta por el Derecho Internacional Imperativo.



En este sentido resaltamos, no sólo que la interpretación de las leyes es dinámica, –así lo demuestra la evolución de la jurisprudencia de nuestro más alto tribunal- sino que nuestros jueces, en caso de dificultad, están obligados a interpretar las leyes, además, bajo los principios del importante artículo 16 del C.C. el que igualmente nos reenvía a aquellas normas.


2:
En este punto el apelante expresa que la fuente de la obligación de la ley 24043 es la ley misma. Nada que objetar.



Pero a continuación discrimina al insinuar que los Testigos de Jehová –objetores de conciencia- no entran en la categoría de presos sociales o políticos y que la ley 24043 sólo repara a presos sociales y políticos. Ambas afirmaciones falsas. Sobre la segunda no hemos de explayarnos pues no surge de la ley, del debate ni de la práctica: Las reparaciones se han concedido a cualquier detenido. Ello deriva del principio de universalidad de los derechos humanos (art. 1 de la  Declaración Universal)


Negar el carácter de presos políticos a los Testigos de Jehová resulta inadmisible. Basta observar que el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos incluye los derechos a la conciencia y al ejercicio de culto entre sus protecciones.


La prueba producida en autos alcanza a decenas de miles de hojas de testimonios y documentos sintetizados en el escrito de apelación, desde normas secretas, hasta comunicaciones internas, distintivos, etc.



La Declaración sobre los Principios Fundamentales de Justicia para las Víctimas de Delitos y Abusos del Poder de Naciones Unidas, recomienda reparar a las víctimas sin hacer distinciones sobre las causas de la persecución. El plexo de normas reparatorias, que otorgan diversos beneficios a las víctimas del terrorismo de estado en la Argentina, contiene un fundamento común: la reparación del horror en el sentido más amplio. El propio Estado al denegar a Dri el derecho a la reparación admite que existiría una violación a normas de máxima jerarquía.


Introducir el argumento –inexistente en la ley- de que los Testigos de Jehová no han sido perseguidos, social o políticamente, constituye una grave ofensa. Más grave aun si la víctima es Ministro religioso pues, tal afirmación, además de constituir un desvalor a la libertad, lo es igualmente al ejercicio religioso. El primero es un ataque a la libertad de conciencia; el segundo a la libertad de culto.



Los Testigos de Jehová eran considerados subversivos. Así fue acreditado en el expediente. No sólo constituye un hecho notorio. La persecución durante la dictadura fue reconocida en el Plan Nacional Contra la Discriminación aprobado mediante Decreto Presidencial, editado en diversos idiomas y presentado por el Gobierno Nacional en la ONU.
 Este plan, refrendado por el propio Presidente de la Nación, Néstor Kirchner, afirma que el encarcelamiento de los Testigos de Jehová, por objeción de conciencia, debe ser reparado.



La prueba producida en la administración detalla protocolos utilizados por las Fuerzas Armadas que comenzaban con la orden de detención de Testigos de Jehová ni bien detectados, y siguen con su tortura, procesos sumarios e investigación a allegados. La persecución alcanzaba a docentes, se extendía a niños sistemáticamente despedidos de las escuelas por profesar su culto. Estas violaciones afectaban a un grupo nacional en forma sistemática y constituyeron un Crimen de Lesa Humanidad.



El apelante pasa por alto el  llamado Decreto No. 1867/76, referido a los Testigos de Jehová, que señala: "no obstante habérsele negado la inscripción en el Registro de Cultos continúa su acción proselitista y disociadora. Se prohíbe la impresión y circulación de toda publicación y actos de adoctrinamiento de la referida secta. Se ordena clausurar los locales en que se reúna.” 



Este decreto se fundamenta en que "la secta" (así denomina a la Religión) “es contraria a los principios de la nacionalidad, a las instituciones básicas del Estado y a los preceptos fundamentales de su legislación. La libertad de la Constitución está limitada a que las ideas religiosas no importen violación de las leyes o atentados contra el orden público, la seguridad nacional o la moral y buenas costumbres. (…).” 



Tengamos en cuenta que inmediatamente luego de recuperar la institucionalidad, la Resolución No. 1611/84 del Ministerio de Relaciones Exteriores Y Culto, reconoce la Religión Testigos de Jehová.


En Guagliardo, Daniel,
 el dictamen concluye que existió un Delito de Lesa Humanidad. Allí el Secretario de Derechos Humanos de la Nación expresaba: “La persecución al grupo no se agotaba en el no reconocimiento de la Iglesia (…); se extendía a la familia y demás fieles (…) y (…) consideraba a los miembros de esta religión subversivos de la peor especie.” Los fundamentos esgrimidos son que “la secta” es contraria a los principios de la nacionalidad, a las instituciones básicas del Estado y a los preceptos fundamentales de su legislación. Es decir, se trata de cuestiones claramente políticas.


Como supuestamente sus fieles violaban el Art. 21 de la CN y Art. y el art. 11 de la ley 17531, los usurpadores de la Secretaría de Comunicaciones prohibieron la circulación, en el mismo mes, de las publicaciones La Atalaya y Despertad. El decreto tuvo origen en otro gobierno militar. Mediante Resolución Publicada en Boletín Público del Ejército Nº 3798 (V. Disposiciones Generales 1) “Procedimiento a seguir respecto de soldados conscriptos condenados por Insubordinación por razones confesionales” (año 1971) se dispone que los condenados no reintegren el tiempo de servicio militar que les correspondiere, debiendo ser dados de baja al término de la condena impuesta. De esta forma los asimila a los indignos del Art. 41 inc. 2 de la ley de S.M.O.


Luego del bando llamado Dto. 1867, la dictadura de Videla incorporó al Código de Justicia Militar el Art. 668 bis por el bando llamado ley 21528 del 17/2/77 (publicada el 23/11/77) En sus Fundamentos expresa: “El fundamento de tal norma reside en la necesidad de reprimir ciertas actitudes de rebeldía por parte de ciudadanos que se niegan al cumplimiento de las obligaciones que impone la ley 17531, invocando motivos confesionales o pertenecer a sectas seudo-religiosas, tales como Testigos de Jehová, Lectores de la Biblia, etc.” (Clara violación a los Art. 14, 16 y 20 CN) En su parte dispositiva agrega, como accesoria, la pena de inhabilitación absoluta perpetua, generando para los Testigos de Jehová una suerte de muerte civil.


Paralelamente las tres fuerzas dictaron instrucciones sobre los Testigos de Jehová. Por vía de ejemplo, la F.A. el 14/2/77 emitió la DIRECTIVA 73/77 “PROCEDIMIENTO A SEGUIR CON PERSONAL DE LA SECTA TESTIGOS DE JEHOVÁ QUE ES INCORPORADO PARA COMPLIR CON EL S.M.O”: 1) Se dictarán cursillos para oficiales y suboficiales para “interiorizarlos de la actividad desarrollada por la secta T. de J., forma de detectar a sus miembros, actitud asumida por los mismos ante los diferentes actos de servicio,…” 2) En cada Unidad, “el Jefe de Incorporación adoptará las medidas tendientes a detectar, agrupar y separar de inmediato al personal que por motivos confesionales pudieran cometer insubordinación.


Al estilo de las SS, el 13/1/78, el Estado Mayor del Ejército de nuestra dictadura, comunica el BRE 4752 sobre “PROCEDIMIENTO A SEGUIR POR LOS JUECES DE INSTRUCCIÓN MILITAR AL RECIBIR DECLARACIÓN INDAGATORIA A LOS IMPUTADOS EN CAUSAS INSTRUÍDAS POR INSUBORDINACIÓN POR MOTIVOS CONFESIONALES”, referido concretamente a los “adherentes al culto Testigos de Jehová”.


Ordena que se los indague sobre: a) desde cuándo practica el culto c) quién lo inició d) quién fue su adoctrinador e) dónde se reunían f) área de influencia de su grupo g) compañeros de equipo h) principales dirigentes de su grupo i) libros usados k) instrucciones que le fueron impartidas y con que alcance.


Obliga a los jueces a remitir dentro de los 5 días la indagatoria a la JEFATURA II INTELIGENCIA. Conocemos el uso que daban los Organismos de Seguridad a estos informes.


Víctima de los “Procedimientos” a seguir en el caso de T.J., Alejandro Caniparoli vio detener a su hijo mayor al plantear su objeción de conciencia. Alertada la Jefatura de Inteligencia que el padre también practicaba ese culto, en 1976 ordenó su detención y allanamiento de vivienda, la clausura de la iglesia y secuestro de material religioso. Cuando Alejandro Caniparoli intentó interceder para que no detuvieran a su segundo hijo al presentarse al SMO, fue detenido y procesado, teniendo en cuenta sus antecedentes familiares, por instigación a la insubordinación y absuelto en 1984 (prueba acumulada al expediente Guagliardo y referenciada en Dri)


En el caso de Guagliardo, el Tribunal Militar consideró: “(...) con motivo de .que (...) Guagliardo(...) pertenece a la secta autodenominada "Testigos de Jehová", asimismo deberá tener en cuenta lo establecido en el BPE 3826, Aviso 2 figurando dicha disposición también en el BPE 4022, Pág.  135. FDO. Antonio Brond, Jefe Depósito de Personal. A fs 32 (...) Preguntando: si asistió a reuniones de ese culto; de ser así donde y con qué frecuencia se reunían. Dijo: Que sí asistió a reuniones en la calle Méjico cuatro mil seiscientos treinta y tres de Villa Martelli y se reúnen dos veces por semana. Desea aclarar que ese local fue clausurado hace dos años. Preguntando: Que área de influencia tenía su grupo. Dijo: que correspondería a la zona de Villa Martelli. Preguntado: Para que diga quienes eran sus compañeros de equipo, Dijo: que no recuerda. Preguntado: quienes eran los principales dirigentes del equipo, Dijo: que no se acuerda de los nombres de los dirigentes del grupo. Preguntado: Que personas pertenecen a esta secta, Dijo: Que pertenecen a este culto su padre y madre (...) A fs. 39 en Elevación al Sr. Comandante en Jefe del Ejército (Jefatura II-Inteligencia) dice: (...) elevo a VE fotocopia autenticada de la declaración indagatoria que se tomara en la fecha al procesado por ser integrante de la secta "Testigos de Jehová". Firmado: Vicente Guillermo Echeverría, Coronel, Juez JIM 19 A fs. 40 en la Notificación al Sr. Ministro del Interior, dice: (...) informa a VE que el causante es integrante de la secta "Testigos de Jehová", cuyo adoctrinamiento lo había recibido en el salón de reuniones de dicha secta ubicada en la calle Méjico 4633 de la localidad de Villa Martelli, Provincia de Buenos Aires, según sus propias manifestaciones obrantes en autos. El presente informe cumplimenta lo determinado en el Dictamen 230.063 del 26/10/76 del Auditor General de las Fuerzas Armadas (...). A fs. 41 se comunica al Ministro de Relaciones Exteriores y Culto.”


Analizados en Guagliardo unos quinientos expedientes militares, se advirtió  que en las oficinas de reclutamiento se ponía especial atención en detectar integrantes de la llamada “secta Testigos de Jehová”. Separación, detención y sometimiento a juicio en el que se les interrogaba sobre cuestiones vinculadas a la organización de la iglesia. 


Tal el caso de, PEREYRA MARCELINO ( Expte /2004), en que a fs 45/47 en su indagatoria le preguntan sobre los Testigos de Jehová (desde cuándo practica, con quienes se reúne -nombres- días y direcciones, quien fue que lo introdujo a la religión, quien lo entrenó, si sus familiares son Testigos de Jehová). A fs 66 se da por probado que profesa la religión de los Testigos de Jehová y por esa razón no vistió el uniforme militar, y la  SENTENCIA  dice:  a fs 71 (...) punto 8: "increíble secta que impide a los Testigos vestir uniforme y usar armas, prohíbe donar sangre, reconocer Patria, Autoridad y Bandera, lo que demuestra su inhumanidad y peligrosidad porque abren con esto último la frontera a un "universalismo" que tendrá la forma del más fuerte: la del comunismo. ¡Que mas querría este, sino que se ablanden las defensas para la invasión final. El testigo es (podrá no saberlo pero lo es) un subversivo y de la peor clase, resultando, "un optimísimo instrumento de disolución, como parte de esa gran confabulación que es la Revolución o Subversión Universal, para desarticular de una nueva manera el mundo occidental y cristiano Está firmada por el Secretario Subalterno del Ejército "Córdoba", Dionisio de Jesús Monasterio Garballido, Capitán.


El vicariato castrense tuvo un rol decisivo en la construcción de la doctrina de las dos últimas dictaduras militares. En su publicación “Revista del Suboficial” se plantea como repulsiva y peligrosa para la nación la objeción de los T.J. A continuación agrega, al estilo de los negadores del Holocausto: “…la verdadera libertad no se vulnera en nuestro país. Por más que griten lo contrario en Europa.”


Por último, el vicariato define al enemigo: “esos grupos disolventes (los TJ) son instrumentados por esa gran confabulación que es la revolución o subversión universal que quiere desarticular de tantas maneras al mundo occidental y cristiano”… “una de las sectas más peligrosas por el carácter radicalmente subversivo, anticristiano y antipatriótico de su ideología”



En Velásquez Rodríguez, la Corte Interamericana interpretó que el deber de garantía supone que los Estados deben prevenir, investigar y sancionar toda violación de los derechos reconocidos por la Convención Americana. Además, hizo hincapié en que "la obligación de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos no se agota con la existencia de un orden normativo dirigido a hacer posible su cumplimiento, sino que comporta la necesidad de una conducta gubernamental que asegure la existencia, en la realidad, de una eficaz garantía del libre y pleno ejercicio de los derechos humanos".
 



La Resolución 35/1990 de las Naciones Unidas, otorga el derecho a reparación justa y adecuada, incluidos los medios para su rehabilitación más completa posible por todos los daños padecidos, ya sea(n) individual o colectivamente.



La persecución religiosa a los Testigos de Jehová "considerados subversivos", en el contexto de grupo nacional se enmarca dentro de las causas políticas que tenía el Estado de facto para reprimir, mantener el poder e implantar el terrorismo. 



El mismo carácter político que les reconociera el Presidente Héctor Cámpora, en el año 1973, al incluirlos en forma expresa  en su Amnistía Política.



El apelante no sólo hiere el espíritu de la ley. Ignora que las voces Preso Político, Perseguido Político, son comprensivas de todo tipo de persecuciones, tienen un concepto vasto en el cual se incluyen los perseguidos religiosos, gremiales, estudiantiles, raciales, culturales, etc. Esta modalidad es habitual en las ONGs, por vía de ejemplo Amnistía Internacional en su clásica división entre Presos Políticos de Acción y Presos Políticos de Conciencia, encontrándose entre estos los Testigos de Jehová.



Obviamente el término Político trasciende el sentido de Partido Político, así como que el concepto se asienta en la intencionalidad del sujeto activo de la violación. La persecución a los religiosos se realizaba más allá de su intencionalidad pues lo que importaba era la afectación que su práctica concreta tenía en el proyecto político de la dictadura, de allí los intentos por redimirlos en sus manifestaciones chocantes con el orden social impuesto.



El Derecho Internacional de los Derechos Humanos, fuente inspiradora del plexo normativo reparatorio privilegia la defensa de la persecución religiosa por sobre la más genérica persecución política.



Los representantes de los Estados, al momento de debatirse la Convención contra el Genocidio analizaron la posibilidad de colocar, en su letra, la persecución política. No hubo acuerdo pues el término fue considerado amplio, genérico o ambiguo, conforme los distintos posicionamientos, y optaron por incluir en el reproche a aquellas persecuciones específicas que consideraron más graves, entre ellas la religiosa.



El juez español Baltasar Garzón para justificar la aplicación del tipo penal de Genocidio en el juzgamiento de los delitos cometidos en la Argentina, argumentó que existía una persecución de carácter religioso (Convención, Art. II) acreditado en el recursivo discurso sostenido desde la cúpula de la dictadura cívico militar y a la actuación de siniestros personajes como el célebre capellán policial Christian von Wernich, confesor de Ramón Camps y condenado en Argentina, ya, por 80 delitos de Lesa Humanidad. La persecución a sacerdotes católicos comprometidos con el pueblo, era también realizada desde la misma concepción fundamentalista.



El énfasis de los dictadores, puesto en los Testigos de Jehová, se explica debido a que desde lo político éstos se oponían no sólo a la pena de muerte. Ellos arriesgaban su vida al objetar el uso de armas, el servicio militar obligatorio y el exacerbado rito de la bandera y demás signos patrios. El motivo de la persecución a esta religión prohibida e imprentas clausuradas, fue claramente político. El mote de  “subversivo” asignado por la dictadura, igualmente lo era.



3:
Los agravios en torno a la interpretación de la ley han sido contestados en el punto anterior. El apelante nuevamente prescinde de analizar la condición de civil de Dri, dejando huérfana a la crítica razonada de los fundamentos de la sentencia. Tampoco se detiene en analizar la supuesta afectación federal.



4:
Nuevamente el apelante omite los fundamentos del fallo que el mismo ataca. Sólo hace una referencia equívoca al caso Arcuri. 


La discusión en torno a si el conscripto es un civil militarizado, o si estado militar es opuesto contradictorio de militar, y si civil es el opuesto contrario de éste y no de aquél; no resulta necesaria debido a que ni siquiera se agotó en estos términos al analizar la Corte el caso Arcuri. La Cámara Federal no necesitó ingresar en ese debate y menos aún realizó una crítica a lo resuelto en aquél momento.



Por el contrario, trazó la diferencia entre Dri y Guagliardo por un lado y Arcuri, por el otro. Los primeros no se presentaron –ni voluntarios ni obligados- con el objeto de asignación de destino, sino con el objeto de plantear su excepción al SMO, jurisdicción que les fue negada. Antes de la incorporación, antes de la asignación de destino –al cual nunca fueron enviados-.



Insisto en la incoherencia de la crítica. En su a-historicidad y parcialidad al citar la causa 13. En lo antijurídico del argumento que intenta discriminar negativamente a los Ministros del culto Testigos de Jehová respecto de otras víctimas y perseguidos políticos, como ampliamente fuera resaltado en el punto 2.


En la Alemania Nazi los, Testigos de Jehová, eran obligados a distinguirse con un triángulo púrpura. La persecución se realizaba, como en nuestro país, con el objeto de modificar acciones terrenales de elevadísima significancia política, tales como no usar armas, no idolatrar a los símbolos patrios, etc.



Reinhard Heydrich, jefe supremo de las SS en 1936 y protector interino de Bohemia y Moravia, se destacó por su crueldad, pese a ser hijo de judíos, pues el objetivo principal del nazi-fascismo trascendía a la persecución racial
 o religiosa.


En Hitler la mirada religiosa, racial y política era contradictoria y recurrente. Sus discursos triangulan constantemente. En determinados pasajes de “Mi Lucha”, con su acostumbrada pobreza literaria, proclama la necesaria intolerancia que debe tener el Partido. Aquí se observa cómo la concepción política envuelve lo religioso y lo cultural:

 “Esta intolerancia es propia de las religiones. Tampoco el cristianismo se redujo sólo a levantar su altar, sino que lógicamente tuvo también que proceder a la destrucción de los altares paganos. Únicamente gracias a la intolerancia fanática pudo surgir la fe apodíctica, de la cual es precisamente la intolerancia su condición previa…los partidos políticos cuentan con competidores; las concepciones ideológicas proclaman su infalibilidad…La potencialidad de un partido…reside…en la obediencia disciplinada con que se subordinan a sus dirigentes… también en esto la Iglesia Católica debe servirnos de ejemplo, ya que a pesar que su cuerpo doctrinal está en colisión en muchos puntos, -y en parte inmotivadamente- con el estudio de las ciencias exactas y la investigación, jamás se resigna a sacrificar un ápice del contenido de su doctrina…el antípoda del aria es el judío. Para disimular sus manejos y adormecer a sus víctimas no cesa de hablar de igualdad de todos los hombres, sin diferenciar de raza ni de color. Los imbéciles se dejan persuadir.”



Por último, no podemos dejar de señalar que la interpretación realizada por el apelante ofende a Nüremberg, no sólo porque invisibiliza la victimización del religioso, sino porque fragmenta y disuelve los símbolos utilizados por los abusadores del poder para sembrar el horror. La persecución política estuvo presente en Little Rock, en el Apartheid, en el nazi-fascismo, en el Genocidio Armenio, aunque el objeto aparente haya sido el color de la piel, la religión o la nacionalidad.

 

Por las razones expuestas solicito se rechace el recurso interpuesto, que





SERÁ JUSTICIA
� Considerando VI


� cidh.org/…/Argentina2137.htm


� Considerando X


� Considerando XIV


� Considerando XIII


� Página X, Punto V-1-b)


� recomendada para la adopción en el 7º Congreso de las UN (ONU) sobre prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, Milán 26/8 al 6/9/85 y adoptada por la Asamblea Gral. por Resolución 40/34 del 29/11/85


� Rendido ante la COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS DE NACIONES UNIDAS en 1991 por su integrante M. L. Joinet quien había elaborado, por pedido de la Sub Comisión de lucha contra las medidas discriminatorias, un informe sobre la impunidad de los autores de violaciones graves a los DDHH


� Relator especial de la Comisión de DH del ECOSOC y testigo nº 1 en el juicio a las Juntas, recientemente homenajeado en nuestro país (Normas para la Reparación a las Víctimas de Graves Violaciones a los D.H.)


� (sesiones, 30/10/91, p. 3387)


� (CS 2000/06/01-DJ: 2000-2-1157)


� Hacia un Plan Nacional Contra la Discriminación en Argentina, INADI, 2005


� Pág. 222, Testigos de Jehová


� Ver www.apdh-argentina.org.ar





� Exp. No. 447.288/98- Secretaria de Derechos Humanos y Sociales de la Nación, Reparación Ley 24.043-


� (¿Objeción de Conciencia? (Testigos de Jehová), separata del Boletín Nº 56, abril de 1978, punto III, Legislación sobre el tema, pág. 6 punto V. Conclusiones, Pág. 7 "in fine", Vicariato Castrense para las FFAA de la Nación Argentina. Comodoro Py y Corbeta Uruguay, Cap Fed. (enero-junio 1978)





� En el caso No. 2137 - Velásquez Rodríguez. Sentencia del 29 de julio de 1988 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Serie C: Resoluciones y Sentencias No. 4





� Lo racial es una mera construcción ideológica del racismo


� Citado por Leónidas Colapinto en “El Púlpito del Silencio” Editorial Universidad Nacional del Sur, 2008. Bahía Blanca.
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